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Exp. 849/2022-2 


TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA
EXPEDIENTE: 849/2022-2
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR DE INGRESOS DE LA TESORERÍA MUNICIPAL DEL H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ
MAGISTRADA:

MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

OSCAR TORRES HERRERA  
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a once de agosto de dos mil veintitrés.
V I S T O,  para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 849/2022-2 promovido por el C. **********,  en su carácter de representante legal de la persona moral **********contra actos emitidos por el Director de Ingresos de la Tesorería Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí.
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el seis de septiembre de dos mil veintidós, el C. **********,  en su carácter de representante legal de la persona moral **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por el Director de Ingresos de la Tesorería Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, y por los actos que a continuación se precisan:
“La resolución contenida en el oficio número de folio **********suscrito el 13 de junio de 2022, por el director de Ingresos de la Tesorería Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, a través del cual se determina a mi representada el crédito fiscal **********por concepto de impuesto predial correspondiente a os ejercicios fiscales 2020, 2021, y 2022, actualizaciones, recargos y multas en cantidad total de **********.”

II.- Por auto de fecha veintidós de septiembre de dos mil veintidós, se admitió a trámite la demanda, ordenándose correr traslado con las copias simples del escrito inicial a la autoridad demandada, para que contestara lo que a su derecho correspondiera, ofreciera, exhibiera las pruebas que estimara convenientes y expresara los hechos con los que se encontraran relacionados, apercibida que en caso de no hacerlo se declararía la preclusión del derecho correspondiente y se les tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo.

Así mismo, se ordenó darle vista al Tesorero Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, como superior jerárquico de la autoridad demandada, para su conocimiento y efectos legales procedentes.

Por otro lado, se procedió a otorgar la suspensión solicitada por la parte actora, para que las cosas se mantuvieran en el estado que guardaban hasta en tanto se resolviera en definitiva el presente juicio, y no se llevaran a cabo las acciones tendientes al cobro del referido crédito fiscal.

III.- Por auto de fecha ocho de diciembre de dos mil veintidós, se tuvo al Licenciado **********, en su carácter de Director de Ingresos dependiente de la Tesorería Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., por contestando la demanda, por lo que se ordenó correr traslado a la parte actora para los efectos legales que a su derecho correspondiera.

Por otra parte, se tuvo a la parte actora por ofrecidas y admitidas las pruebas señaladas en su escrito de demanda y de contestación de la misma.

IV.- Por auto de fecha veintitrés de febrero de dos mil veintitrés, se señalaron las once horas del veinticuatro de marzo de dos mil veintitrés, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

V.- En la fecha y hora señaladas se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas todas y cada una de las pruebas admitidas a las partes dada su propia y especial naturaleza, y se dio por concluido el periodo correspondiente. En período de alegatos,  se tuvieron  por formulados únicamente por la parte actora del juicio.  Enseguida se hizo constar que no existían pruebas o diligencia pendiente por desahogar, dándose por concluida la audiencia y finalmente se citó para resolver.

C  O  N  S  I  D  E  R  A  N  D  O
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio contencioso administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, párrafo segundo y 7°, fracciones I y III, 9 fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- La existencia del acto impugnado se encuentra acreditada, toda vez que la parte actora exhibió anexa a su demanda copia de la resolución de fecha trece de junio de dos mil veintidós, que contiene la determinación del crédito fiscal No. **********, misma que obra agregada a foja 73 del expediente en que se actúa, a la cual se le concede valor probatorio pleno de acuerdo con el artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado, al ser un documento público y al no haber sido objetada por la contraparte, por lo contrario, fue reconocida su emisión.
TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Segunda Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

En lo que respecta al C. **********, comparece con su personalidad de representante legal de **********, situación que lo acredita con la copia certificada del instrumento notarial contenido en el libro número **********, misma que se encuentra visible a fojas de la 45 a la 54 del expediente en el que se actúa, tal y como lo dispone el artículo 231 del Código Procesal Administrativo del Estado.
Por otra parte, se debe de tomar en cuenta que el acto impugnado que contiene la determinación del crédito fiscal No. **********, emitido por el Director de Ingresos de la Tesorería Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, acto impugnado en este juicio, se encuentra dirigido a la persona moral actora **********, documental que obra a foja 73 del expediente en el  que se actúa. 
Tocante a la autoridad demandada el C. Licenciado **********, en su carácter de Director de Ingresos de la Tesorería Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, acredita la calidad del cargo y su personalidad, en términos de lo previsto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibiendo copia certificada de su nombramiento expedido por el Oficial Mayor del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, de fecha primero de febrero de dos mil veintidós, el cual obra agregado a foja 125 de autos.

Las documentales de referencia adquieren valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo del Estado, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese sentido se tiene que la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda hace valer como excepción la improcedencia de la acción, ello toda vez que la parte actora basa la nulidad que exige en lo dispuesto por la fracción IV del artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que los hechos que atribuye la parte actora a la autoridad municipal demandada fueron esgrimidos de manera incompleta, porque la actora de manera dolosa, pasó por alto manifestar que el monto del pago del impuesto predial no ascendía a las cantidades parciales que ha pagado y cuyos recibos acompaña.

A juicio de la suscrita Magistrada Titular de esta Segunda Sala Unitaria, los planteamientos de la autoridad demandada y los razonamientos en los cuales se sustentan las excepciones opuestas, e improcedencia y sobreseimiento, involucran cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio. 

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido en la jurisprudencia que, aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse…”

Finalmente se debe de hacer mención, que de acuerdo a lo que ordena los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que advirtiera que en la especie se actualizara alguna, por lo que, en seguida se procede al estudio de lo argumentado por la parte actora y lo refutado por las enjuiciadas respecto del acto impugnado que se reclama en el juicio que nos ocupa.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda y de ampliación de demanda, se localizan en las fojas de la 03 a la 43 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- “

SEXTO.- En primer término, se debe de manifestar que al ser la competencia de la autoridad una cuestión de orden público y por ende de estudio oficioso, la suscrita Magistrada, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 250 fracción primera, y penúltimo párrafo, se desprende que la resolución impugnada, es emitida por una autoridad incompetente, resultando pertinente realizar la transcripción del artículo anteriormente transcrito:

ARTICULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:

I.- Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento de que deriva dicha resolución;

…

La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.

…”

En base de lo anterior, resulta fundado el segundo concepto de nulidad expuesto por la demandante, en lo relativo a que la autoridad demandada no cumplió con respetar la garantía de legalidad a la que se encuentra obligada, pues la determinación del crédito fiscal no satisface los requisitos legales contenidos en el artículo 16 de la Carta Magna y los diversos ordenamientos legales que la regulan; lo anterior así se afirma, toda vez que no se invoca cual es el precepto legal que le otorga facultades a dicha autoridad para emitir la determinación del crédito fiscal de que se trata, para considerar cumplido el imperativo a que se contrae el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como lo es que éste debidamente fundado y motivado.

Por lo que se desprende que el documento impugnado carece del fundamento relativo a la competencia de la autoridad emisora, resultando con ello se declare su nulidad.

En principio, es necesario establecer que de lo previsto en el numeral 250 penúltimo párrafo del Código Procesal Administrativo, se deduce el imperativo para esta Sala Unitaria, de analizar de oficio la competencia de la autoridad emisora del acto de molestia, obligación que si bien implica el estudio de la competencia de la autoridad, también encierra que se analice si el acto impugnado contiene el fundamento de la competencia de la autoridad que emite el acto de molestia.  

La anterior facultad-obligación, se obtiene del siguiente criterio jurisprudencial:
Novena Época

Registro: 170827

Instancia: Segunda Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

 XXVI, Diciembre de 2007

Materia(s): Administrativa

Tesis: 2a./J. 218/2007

Página:   154

COMPETENCIA. SU ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, DEBE SER ANALIZADA POR LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. El artículo 238, penúltimo párrafo, del Código Fiscal de la Federación y su correlativo 51, penúltimo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, establece que ese Tribunal podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada. Al respecto debe decirse que ese estudio implica todo lo relacionado con la competencia de la autoridad, supuesto en el cual se incluye tanto la ausencia de fundamentación de la competencia, como la indebida o insuficiente fundamentación de la misma, en virtud de que al tratarse de una facultad oficiosa, las Salas fiscales de cualquier modo entrarán al examen de las facultades de la autoridad para emitir el acto de molestia; lo anterior con independencia de que exista o no agravio del afectado, o bien, de que invoque incompetencia o simplemente argumente una indebida, insuficiente o deficiente fundamentación de la competencia. Cabe agregar que en el caso de que las Salas fiscales estimen que la autoridad administrativa es incompetente, su pronunciamiento en ese sentido será indispensable, porque ello constituirá causa de nulidad de la resolución impugnada; sin embargo, si considera que la autoridad es competente, esto no quiere decir que dicha autoridad jurisdiccional necesariamente deba pronunciarse al respecto en los fallos que emita, pues el no pronunciamiento expreso, simplemente es indicativo de que estimó que la autoridad demandada sí tenía competencia para emitir la resolución o acto impugnado en el juicio de nulidad.

(Énfasis nuestro)
Ahora bien, como premisa mayor debemos considerar que la Constitución General del País establece, que todo acto dictado en agravio de los particulares deberá emitirse por autoridad dotada de competencia legal para ello.
 

Esto es así porque, en un sentido jurídico general, la competencia es la aptitud o potestad asignada legalmente a un órgano de autoridad para actuar con plena validez en determinado sentido, es decir, el conjunto de facultades otorgadas por la ley a las autoridades para que su actuación se vea comprendida dentro de esa esfera de atribuciones, aspecto que encuentra su fundamento en el invocado artículo 16 de la Constitución Federal, pues este numeral se refiere a la competencia y límites fijados para la actuación de los órganos del Estado frente a los particulares, como una garantía constitucional consagrada a favor de éstos, la que se vincula con el contenido del artículo 14 de la Ley Suprema de la Unión, que obliga a que los actos privativos de derechos que se emitan por las autoridades, deberán sujetarse a las formas previstas por la ley que al efecto se expida y con anterioridad al hecho que generó el acto autoritario.

En conclusión, las garantías de legalidad y seguridad jurídica contenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, tienen el alcance de exigir que todo acto de autoridad, ya sea de molestia o de privación a los gobernados, deba emitirse por quien tenga facultad expresa para ello, señalando en el propio acto, como formalidad esencial que le dé eficacia jurídica, el o los dispositivos que legitimen la competencia de quien lo emita y el carácter con que este último actúe, ya sea que lo haga por sí mismo, por ausencia del titular de la dependencia correspondiente o por delegación de facultades.

En esta tesitura, se tiene que el acto impugnado, es emitido por el Director de Ingresos de la Tesorería Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, sin embargo del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí, no se infiere la facultad de determinar créditos fiscales a dicha autoridad, resultando pertinente realizar la transcripción del artículo 149, fracción XXXI del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí, en el que se señalan las acciones que realizara la Tesorería Municipal por conducto de la Dirección de Ingresos:
ARTICULO 149. La persona titular de la Tesorería tendrá además de las que señala la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, las facultades y obligaciones siguientes:
…

XXXI. Por conducto de la Dirección de Ingresos, realizará las funciones siguientes: 

a. Diseñar las bases normativas internas para la liquidación, recaudación, entero de impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos y aprovechamientos que correspondan al Ayuntamiento de San Luis Potosí, una vez aprobadas, difundirlas entre las dependencias municipales y vigilar su aplicación práctica;

b. Formular y proyectar los ingresos del Ayuntamiento de San Luis Potosí para cada ejercicio fiscal; 

c. Apoyar en la formulación del anteproyecto de ley de ingresos para el ejercicio fiscal anual siguiente, proporcionando elementos técnicos y de análisis de los ingresos a la Hacienda Municipal; 

d. Proponer, liquidar y recaudar los impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos y aprovechamientos que correspondan al Municipio conforme a la respectiva ley de ingresos municipal y demás leyes fiscales; incluyendo las participaciones y transferencias en contribuciones federales y estatales; 

e. Concentrar, controlar y depositar todos los ingresos cobrados en las distintas cajas, oficinas y otros puntos de recaudación determinados por la Tesorería Municipal; 

f. Supervisar que el producto de las multas impuestas por las autoridades municipales ingrese a la Tesorería Municipal, así mismo, que se apliquen debidamente la custodia de fianzas depositadas, bienes y otras medidas aplicadas a manera de garantía fiscal; 

g. Integrar y tener al corriente el padrón fiscal municipal, así como practicar visitas de inspección y auditoria en representación de la persona titular de la Tesorería Municipal y conforme a derecho, a los obligados en materia de contribuciones hacendarias municipales; 

h. Tener al día los registros y controles que sean necesarios para la debida captación, resguardo y comprobación de los ingresos a la hacienda municipal; 

i. Aplicar la activación del cobro de las contribuciones hacendarias municipales con la debida eficacia; cuidando que los recargos no aumenten; 

j. En representación de la persona titular de la Tesorería Municipal, ejercer la facultad económico-coactiva para hacer efectivo el pago de las contribuciones cuyo cobro le corresponda al Municipio. 

k. Realizar las actividades operativas para cumplir con lo establecido en los convenios de coordinación fiscal con el Gobierno del Estado; 

l. Operar, ampliar y controlar el servicio de estacionamientos en zonas de la vía pública reguladas por parquímetros, así como, recaudar los ingresos y multas correspondientes a través de la Subdirección de Parquímetros; y, 

m. Operar la ventanilla única de trámites para simplificar y ubicar en un solo sitio la atención, recepción inicial de trámites promovidos por la población municipal y la entrega de resoluciones en materia: urbana, catastral, actividades comerciales, industriales y de servicios, de conformidad con las disposiciones legales vigentes;
Del artículo anteriormente transcrito, se desprende que la Tesorería podrá realizar por conducto de la Dirección de Ingresos realizar diversas funciones, sin embargo, en ninguna de ellas se deprende la facultad de determinar créditos fiscales.  


Así las cosas, esta Sala Unitaria concluye que la emisión del crédito fiscal aquí impugnado, se ubica en la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luís Potosí, toda vez que del estudio oficioso se demostró que la autoridad Director de Ingresos de la Tesorería del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, carece de fundamentación y motivación de la competencia, decretándose en consecuencia, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 del Código multimencionado, su NULIDAD e INVALIDEZ, en virtud de que no fueron expedidos apegados al principio de legalidad y de seguridad jurídica, ni debidamente fundados ni motivados por la Autoridad que los emitió, conforme ha quedado establecido, lo cual se encuentra salvaguardado por el artículo 16 de nuestra Carta Magna. 

Por lo expuesto, y con apoyo en los artículos 1, 7 fracciones I y III, 9 fracción III, 24, 33, 35 fracción VIII, 37 fracciones II, V, VI y VII, y 54 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa, y los artículos  1, 2, 248, 249, 250 fracción I, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado es de resolverse y se resuelve:

PRIMERO.- Este Sala Unitaria resulto competente para resolver la presente controversia. 

SEGUNDO.- Se decreta la Ilegalidad e Invalidez de la resolución impugnada; misma que se deja sin efecto legal, en los términos, por las razones y para los efectos vertidos en el considerando sexto de esta resolución.


TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y por correo a la autoridad demandada.


Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
      �“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. (…)”


� “Articulo 14. (…)Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.”








